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Un juzgado ampara a una empleada de la Universidad de Cantabria sancionada por denunciar acoso en el trabajo

 20/03/2007 

El Juzgado de lo Social número 1 de Santander ha revocado la sanción de cinco meses de suspensión de empleo y sueldo que la Universidad de Cantabria (UC) impuso a una trabajadora por diferentes faltas, un castigo que la sentencia achaca a una represalia por sus denuncias de acoso laboral. 

A la sancionada -una laboral adscrita al Servicio de Actividades Físicas y Deportes, delegada sindical de CSI-CSIF- se le acusaba de no realizar correctamente su cometido, de no coordinarse con sus compañeros, de incumplir instrucciones, de ausentarse sin permiso del trabajo y de utilizar un correo electrónico corporativo para sus actividades al frente de una federación deportiva autonómica. 

El juez estima que las infracciones laborales que se le imputan, de ser ciertas, haría tiempo que estarían prescritas, por lo que considera relevante que el hecho de que la Universidad ni si quiera se planteara esa circunstancia al instruir el expediente. 

La sentencia también cuestiona los motivos por que se mantuvo el castigo a la trabajadora por difundir su correo electrónico corporativo en una publicación de índole deportivo ajena a la Universidad después de que el responsable de esa publicación, el Gobierno de Cantabria, aclarara que había sido un error suyo. 

Tras esa aclaración, la UC pasó a acusarla de lo mismo, pero "por omisión", es decir, por no haber exigido que se retirara de esa publicación su correo corporativo en el servicio de deportes. 

El expediente disciplinario, resalta además el juez, "recoge como hecho sancionable las imputaciones de acoso" que había realizado a sus superiores y reproduce "de forma mimética" los hechos por los que la denunció su jefa, "algunas veces sin mayor contraste probatorio". 

Todo ello, razona la sentencia, "son motivos más que suficientes para entender que, por más que finalmente se extraiga la acusación de acoso laboral del catálogo de conductas sancionadas, el expediente no es sino la respuesta de la Universidad a las acusaciones de la trabajadora en defensa de sus intereses laborales". 

El magistrado Carlos de Francisco recalca que las quejas por acoso laboral que la expedientada había presentado contra su jefa "podrán estar justificadas o no", pero no pueden ser motivo de una sanción, "pues ello constituye un ataque al principio de indemnidad de la trabajadora, que lesiona su derecho fundamental a no sufrir discriminación por haber cursado denuncias de acoso laboral ante la superior autoridad de la demandada", la Universidad. 

La sentencia anula por ese motivo la sanción. Ahora bien, el juez precisa que no por ello da por sentado que existió el acoso, porque "pese a todo lo expuesto (...) no existe prueba por parte de la demandante de la realidad del acoso laboral denunciado". 

En consecuencia, desestima la segunda petición de la empleada, que exigía a la UC una indemnización de 18.000 euros por las consecuencias que decía sufrir debido a esa persecución.

